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Opinión

no es una historia de éxito. Es 
uno de los países en los que 
más se arbitra per cápita. Su 
ley es reconocida internacio-
nalmente como una de las 
mejores del mundo. Muchos 
de los árbitros más renom-
brados internacionalmente vienen 
a arbitrar aquí. Buena parte de la in-
versión y el desarrollo económico 
del país se ha podido dar porque los 
inversionistas han encontrado en el 
arbitraje un mecanismo rápido, es-
pecializado y seguro de solución de 
controversias frente al deficiente Po-
der Judicial.

Curiosamente, en el proyecto no 
hay una sola cita a algún experto in-
ternacional reconocido en arbitraje. 
Se cita como ejemplo una sola ley: el 
Código Penal argentino. Así como el 
Perú es una historia de éxito, Argen-

tina es el caso más patético 
de fracaso del arbitraje. Pero 
los autores de la norma ni si-
quiera se han dado el trabajo 
de preguntarse qué pasa en 
el país que usan como ejem-
plo. En Argentina el arbitraje 

simplemente no funciona y ha sido 
sepultado bajo mala legislación e 
intervencionismo judicial. Es como 
citar una ley de prensa cubana para 
sustentar un cambio legislativo di-
rigido a mejorar el régimen de liber-
tad de expresión o la legislación de 
promoción de inversiones venezo-
lana para mejorar la gestión de Pro 
Inversión.

Lo cierto es que esa herramienta 
del prevaricato será usada por quie-
nes pierden un arbitraje para pre-
sionar a los árbitros y escaparse del 
contrato que celebraron. Ya no serán 
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decreto legislativo para regular el arbitraje
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¿Cuáles son los países más libres? 
- ian vásquez -

Instituto Cato

“ Nada hay más fecundo en 
maravillas que el arte de ser 
libre”, decía Alexis de Toc-
queville, “pero nada asimis-
mo tan duro como el apren-

dizaje de la libertad”.
Un nuevo “Índice de libertad hu-

mana” –publicado esta semana por 
el Instituto Cato en Estados Unidos, 
el Instituto Fraser en Canadá y el Ins-
tituto Liberales en Alemania– nos 
permite apreciar mejor esa obser-
vación. El índice mide 76 indicado-
res de libertad en 152 países de una 
manera amplia, tomando en cuenta 
libertades personales, civiles y eco-
nómicas como por ejemplo la segu-
ridad, la legalidad de las relaciones 
homosexuales y las libertades de 
prensa y del comercio.

Según el reporte, del que soy 
coautor con Tanja Porcnik, las juris-
dicciones más libres del mundo son 
Hong Kong, Suiza, Finlandia, Di-
namarca y Nueva Zelanda. Canadá 
ocupa la posición 6, muy arriba de 
Estados Unidos que se encuentra en 
la posición 20. En América Latina, 
los países más libres son Chile (18), 

Uruguay (34), Costa Rica 
(39) y el Perú (47). El menos 
libre de la región es Vene-
zuela (144). (No medimos 
Cuba por falta de datos con-
fiables).

El aumento de libertad 
en el Perú ha sido impresionante 
desde los noventa, pero todavía no 
figura entre los países más libres del 
mundo. Ha mejorado lentamen-
te desde el 2008, cuando ocupó el 
puesto 52. Registra puntos me-
diocres en varias áreas, como por 
ejemplo respecto a la autonomía de 
las organizaciones profesionales y 
educativas de los poderes oficiales. 
El punto débil, sin embargo, es el 
Estado de derecho. El debido pro-
ceso, la independencia de las cor-
tes, la justicia penal, la protección 
de la propiedad privada y demás 
áreas son altamente defectuosas. 
Si no se fortalecen, terminaran fre-
nando cada vez más al auge de li-
bertades que ha vivido el Perú.

También frenarían el progreso 
en general, pues la libertad va de la 
mano con el bienestar humano. Las 

naciones que se encuentran 
entre las 38 más libres del 
mundo, por ejemplo, mejo-
ran notablemente su ingre-
so per cápita, que promedia 
US$30.000, comparado a 
US$6.400 del segundo cuar-

til de países más libres. 
Una de las lecciones del índice 

es que los países que tienen altos 
niveles de libertades personales y 
civiles tienden a tener altos nive-
les de libertad económica, lo que 
sugiere que es difícil gozar de una 
multitud de libertades si se restrin-
ge la económica. Quienes abogan 
por mayores libertades deben pro-
mover la libertad en todas sus di-
mensiones. 

Esta es una lección tanto para paí-
ses en desarrollo como para países 
ricos. Por ejemplo, la posición rela-
tivamente baja de EE.UU (20) en el 
índice es muy llamativa. Esta refleja 
un declive de largo plazo en su liber-
tad económica y una caída preocu-
pante en sus indicadores de Estado 
de derecho, la cual se debe a las gue-
rras contra el terrorismo y las drogas 

y al debilitamiento de la propiedad 
privada.

Puede ser llamativo también que 
Hong Kong, territorio sin democra-
cia, ocupe el primer lugar. A pesar de 
considerarlo importante, no medi-
mos la democracia en el índice por-
que no es sinónimo de libertad (las 
libertades pueden aumentar o caer 
en democracia). Sin embargo, en-
contramos una relación fuerte entre 
la democracia y la libertad, lo que 
hace de Hong Kong un caso bastan-
te único. No nos sorprendería que 
en futuros índices (el actual reco-
ge data hasta el 2012) caiga Hong 
Kong en la medida en que China, al 
desalentar la democratización, in-
cremente su intervención en las ins-
tituciones del territorio.

No hay nada que garantice que 
la libertad se mantenga en ninguna 
sociedad, aun cuando algunos paí-
ses han podido mantenerla con más 
éxito que otros. Esperamos que el ín-
dice nos ayude a ver el papel que la li-
bertad juega en el progreso humano 
y, al mismo tiempo, el sinnúmero de 
factores que influyen sobre ella. 

mirada de fondo

C reí que eso estaba reser-
vado a los congresistas. 
Alguno propuso por allí 
que el Indecopi sancione 
las faltas de ortografía. 

Otro, llamado Becerril, creía que se 
necesitaba crear un derecho de ape-
lación en el arbitraje.

Pero el final del gobierno ha 
“acongresado” al Poder Ejecutivo. 
Un gobierno mediocre acelera su 
deterioro cuando se le acaba el tiem-
po y sabe que pasará a la historia sin 
ningún buen recuerdo.

Entre los proyectos de decretos 
legislativos que están dando vueltas 
hay uno para modificar el Código 
Penal y sancionar a los árbitros por 
delito de prevaricato, reservado ac-
tualmente a la incorrecta aplicación 
de derecho o análisis de hechos por 
un juez o un fiscal.

Viene acompañada de una sim-
pática, cómica e ignorante exposi-
ción de motivos.

El prevaricato sanciona a un fun-
cionario público (el juez o el fiscal) 
porque ha recibido un nombramien-
to estatal para administrar justicia. 
Pero el árbitro es un privado nom-
brado por las partes y unido a ellas 
por una relación contractual. No 
cumple ninguna función pública y 
un error durante la prestación de 
su servicio está sujeto al contra-
to que celebró y no a la entrega 
de una potestad estatal. Por 
supuesto que si el árbitro 
comete un delito (estafa a 
las partes, participa en un 
esquema para privar ilegí-
timamente de patrimonio 
a terceros, se corrompe 
para resolver, etc.) puede 
ir preso, como le ha ocurri-
do a varios de los cómplices 
de Orellana. Pero es un delito 
diferente que se ajusta a la natu-
raleza de su condición.

Lo cierto es que el arbitraje perua-
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habla culta

Sacar en cara. En gran parte de la América hispana se prefiere la expresión sacar en cara en 
tanto que en la Península predomina la equivalente echar en cara. Ambas tienen el sentido 
de ‘recordar algún beneficio que se le ha hecho a alguien’. Véase un uso de Norma Fuller: 
“Al lado de la madre que «ha sacado adelante a sus hijos», aparece aquella «frustrada» 
que ha dado todo por ellos pero que lo «saca en cara» constantemente” (Dilemas de la 
femineidad, Lima 1993, p. 132). 

- martha Hildebrandt - 

Antichavismo 
en el Perú

A l menos entre los limeños 
no existe discusión sobre si 
el gobierno actual de Vene-
zuela es una democracia o 
una dictadura. Según una 

encuesta de Ipsos realizada en marzo de 
este año, el 83% de capitalinos considera 
que el gobierno de Nicolás Maduro es una 
dictadura. Solo el 3% lo encuentra demo-
crático (el porcentaje restante no precisa 
respuesta). Si algún aspirante a la presi-
dencia –como Verónika Mendoza– duda 
en pronunciarse sobre el tipo de régimen 
venezolano o refiere que en el país llanero 
“se han dado procesos electorales demo-
cráticos”, sucumbirá a los costos de una 
posición marginal.

Mendoza tiene razón en que el régi-
men político venezolano no debería ser 
un eje central en el debate electoral pe-
ruano. Pero un país mayoritariamente 
de derecha, como el nuestro, requiere 
combatir a sus fantasmas. No se trata so-
lamente de poderes fácticos azuzando 
el cuco del chavismo, sino de los legados 
–en nuestra sociedad– del radicalismo 
de una izquierda violentista (Sendero 
Luminoso), las durezas del modelo es-
tatista de la administración económica 
(García 1985-1990) y el abuso e impuni-
dad del autoritarismo populista (Fujimo-
ri 1990-2000). El chavismo –para gran 
parte de los peruanos– representa todo 
ese pasado horripilante que no queremos 
de vuelta.

El Apra y el fujimorismo intentan en-
mendar esa perversa asociación. De he-
cho, han sido protagonistas en el acti-
vismo internacional denunciando la 
represión del gobierno de Maduro contra 
sus opositores. Ello se percibe en diversas 
encuestas. Según cálculos realizados pa-
ra Quipupolitik por Arturo Maldonado y 
quien suscribe, la probabilidad de consi-
derar a Venezuela una dictadura aumen-
ta diez puntos porcentuales entre quie-
nes aprueban a García y disminuye cinco 
entre quienes respaldan a Humala. En el 
Perú, las fuerzas políticas que mejor re-
presentan el antichavismo son el Apra y el 
fujimorismo, aunque originariamente ha-
yan compartido elementos en su dimen-
sión económica o política, respectivamen-
te. Precisamente de ahí la insistencia –de 
García, desde la campaña del 2006– por 
deslindarse y oponerse militantemente 
a un modelo político –a ojos de las mayo-
rías– perjudicial e indeseado.

En la izquierda pasa lo contrario. Has-
ta parecería que asume la impopularidad 
con orgullo, basada en una interpretación 
equivocada del “principismo”. ¿Se puede 
ser de izquierda pasando por alto los abu-
sos a los derechos humanos de parte de un 
régimen enemigo del pluralismo demo-
crático? Mientras los protagonistas de la 
izquierda peruana no zanjen con el auto-
ritarismo chavista, seguirán asociados a la 
caduca estrategia política que legitima la 
violencia. No basta con la representación 
participativa de las clases populares (que 
promueve el chavismo) para justificar el 
abuso del poder. (Ni siquiera porque par-
te de la derecha venezolana también haya 
optado por la vía golpista). 

Sé que en Perú está de moda aconsejar –
simplistamente– el parricidio político. Pe-
ro no se trata de eliminar al experimentado 
cuadro político de la escena, sino a la idea 
desfasada que nos devuelve a la década 
pérdida de los ochenta. Hoy, Alan García y 
Keiko Fujimori son los más conscientes de 
la necesidad de borrar las huellas pernicio-
sas de sus pasados; en cambio, parte de la 
izquierda parecería no moverse de su viejo 
sendero. Al Apra y al fujimorismo se les exi-
ge mea culpas, ¿y a la izquierda?

carlos 
Meléndez
Politólogo

rincón del autor

los árbitros sino un juez penal el que 
resuelva su controversia. Como sue-
le pasar, cuando penalizas una acti-
vidad lo que haces es espantar a los 
honestos y atraer a los delincuentes 
a la misma.   

Incluso se habla de crear un re-
gistro de árbitros en el Ministerio de 
Justicia para controlarlos. No sé de 
dónde han sacado la idea que un re-
gistro estatal hace que baje el Espí-
ritu Santo y el malhechor se vuelva 
bienhechor. El sector Justicia no so-
lo tiene registrados a quienes están 
presos por cometer delitos: los tiene 
encerrados en la cárcel. Pero todos 
sabemos que en las cárceles se co-
meten delitos a diestra y siniestra. Si 
no pueden ni controlar a los presos, 
no me imagino cómo van a controlar 
a los árbitros registrados. Si pasa co-
mo en las cárceles, el registro del Mi-
nisterio de Justicia va a convertir el 
arbitraje en una cueva de ladrones. 


